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Hernández Sánchez y la Jueza Soroeta Kodesh. 
 
Hernández Sánchez, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a  18 de agosto de 2016. 

Comparece el señor Juan Luis Irizarry de Jesús mediante un 

recurso de revisión judicial en el que solicita que revoquemos una 

resolución dictada por la Secretaria de la Oficina de 

Procedimientos Adjudicativos de la Autoridad de Energía Eléctrica 

(AEE) el 18 de febrero de 2016.  En la resolución recurrida, la AEE 

resolvió que carecía de jurisdicción para atender una querella  en 

la que el señor Irizarry de Jesús cuestionó la procedencia del cobro 

por alegado uso indebido de energía eléctrica. 

Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes y la 

copia del expediente administrativo, atenderemos el recurso ante 

nuestra consideración a la luz de los hechos y el Derecho  aplicable 

que expondremos. 

I 

El 11 de marzo de 2015, la AEE remitió al señor Irizarry De 

Jesús una carta en la que le imputó ciertas irregularidades en el 
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consumo de energía eléctrica. Específicamente, le informó que 

había detectado una situación irregular en el equipo de medición y 

en los componentes del sistema eléctrico compatible con un 

resistor en bobina, un sello exterior roto o alterado o un sello 

interior roto o alterado.  También indicó que luego de analizar su 

historial de consumo, procedían ciertos ajustes ascendentes a 

$41,667.54.1 En esa misma carta, la agencia advirtió al recurrente 

que debía acudir a las oficinas de la AEE dentro del término de 10 

días laborables y coordinar una cita para información sobre su 

caso. Se le indicó que en el mismo plazo podía solicitar 

reconsideración por escrito.  Véase Apéndice de la Solicitud de 

Revisión Judicial, a la pág. 6.  

La carta fechada 11 de marzo de 2015 fue enviada a la 

siguiente dirección: PO Box 1896, Carolina, Puerto Rico, 00984-

1896. No hay ninguna evidencia en el expediente que haga pensar 

que la misma fue devuelta, por lo que se presume recibida.  

Ante la inacción del señor Irizarry De Jesús, el 1 de abril de 

2015 la AEE le cursó una segunda carta en la que le comunicó que 

tenía 20 días para solicitar revisión ante la Secretaría de 

Procedimientos Adjudicativos, en cuyo defecto, se suspendería el 

servicio.  Íd., pág. 7. Dicha carta fue enviada a la misma dirección 

que la del 11 de marzo de 2015: PO Box 1896, Carolina, Puerto 

Rico, 00984-1896. Es esta misiva la que el recurrente alega no 

haber recibido. 

Con fecha del 21 de julio de 2015, el recurrente recibió una 

factura final de consumo de energía eléctrica de $41,667.54, cuyo 

pago vencía el 13 de agosto de 2015.  Nuevamente, la carta fue 

enviada al PO Box 1896, Carolina, Puerto Rico, 00984-1896. 

Según asegura el recurrente, acudió de inmediato a varias oficinas 

                                                 
1 El desglose del ajuste es el siguiente: $36,054.27 por concepto de consumo no facturado por 
irregularidad; $613.27 de gastos administrativos y $5,000.00 de multa administrativa. Apéndice de 

la Solicitud de Revisión Judicial, a las págs. 5-6. 
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de la AEE para cuestionar la factura y el 12 de agosto de 2015, le 

atendió la señora Yolanda Sosa Román en la Oficina Regional de 

Río Piedras, quien le indicó que había una irregularidad en el 

consumo y le ofreció un plan de pagos. 

Con fecha del 18 de agosto de 2015 el recurrente sometió 

ante la AEE un escrito intitulado Apelación en el que, amparado en 

el Reglamento 7464 de la AEE, cuestionó la procedencia de los 

cargos.  Entre otros señalamientos, añadió el Recurrente que el 

medidor no estaba bajo su control, pues su propiedad estaba 

arrendada a un tercero.  Íd., págs. 8-9. 

El 18 de febrero, notificada el 2 de marzo de 2016, la 

Secretaría de Procedimientos Administrativos de la AEE emitió la 

resolución de la que recurre el señor Irizarry de Jesús.  En ella 

concluyó que la solicitud del recurrente fue presentada 

tardíamente, por lo que carecía de jurisdicción para atenderla. Íd., 

págs. 1-2. 

El 22 de marzo del 2016, el señor Irizarry de Jesús presentó 

una solicitud de reconsideración que no fue atendida por la AEE. 

Insatisfecho con el proceder de la agencia, presentó el recurso de 

epígrafe en el que alega, entre otras cosas, que la agencia erró al 

tomar en cuenta la carta del 1 de abril de 2015 para determinar 

que carecía de jurisdicción, pues insiste en que nunca la recibió. 

Específicamente, le imputa a la AEE el siguiente error: 

Erró el Organismo de Procedimiento Administrativo, 
Adjudicación Formal, Secretaria de Procedimientos 
Adjudicativos y su Juez Administrativo licenciado Francisco 
J. Domínguez al tomar en consideración documentos que 
no fueron sometidos formalmente y a nuestro mejor 
entender ilegalmente, al expediente de Apelación del 
[Recurrente] y determinó que hubo debida Notificación sin 
pasar el escrutinio de la vista. 
 

A continuación exponemos el marco jurídico aplicable. 

II 

- A - 
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La Sección 4.1 de la Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme, 3 LPRA sec. 2171, permite solicitar al Tribunal de 

Apelaciones la revisión judicial de las decisiones de las agencias 

administrativas. Dicha revisión tiene como propósito limitar la 

discreción de las agencias y asegurarse de que estas desempeñen 

sus  funciones conforme a la ley. García Reyes v. Cruz Auto Corp., 

173 DPR 870, 891-892 (2008), citando a Torres v. Junta de 

Ingenieros, 161 DPR 696 (2004). 

Sin embargo, conforme a lo dispuesto por ley existe un 

principio judicial claramente establecido de conceder gran 

deferencia a las decisiones de las agencias administrativas, ya que 

de ordinario están en mejor posición para determinar los hechos 

relacionados con las materias de las cuales tienen un conocimiento 

especializado. Otero v. Toyota, 163 DPR 716, 727-729 (2005); 

Rivera Concepción v. ARPE, 152 DPR 116, 123 (2000). Es por eso 

que decisiones administrativas gozan de una presunción de 

legalidad y corrección. The Sembler Co. v. Mun. de Carolina, 185 

DPR 800, 821 (2012); Torres Santiago v. Depto. Justicia, 181 DPR 

969, 1003-1004 (2011); Com. Seg. v. Real Legacy Assurance 

Company, 179 DPR 692 (2010); García Reyes v. Cruz Auto Corp., 

supra, pág. 892, citando a Mun. de San Juan v. J.C.A., 152 DPR 

673, 688 (2000); Metropolitan S.E. v. A.R.P.E., 138 DPR 200, 213 

(1995). 

El criterio rector al momento de pasar juicio sobre una 

decisión de un foro administrativo es la razonabilidad de la 

actuación de la agencia. Rivera Concepción v. ARPE, supra, págs. 

122-123.  Si existiera más de una interpretación razonable de los 

hechos, prevalecerá la seleccionada por el organismo 

administrativo siempre que esté sustentada por evidencia 

sustancial que forme parte de la totalidad del expediente. La 

evidencia sustancial es aquella relevante que una mente razonable 
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puede aceptar como adecuada para sostener una conclusión. Otero 

v. Toyota, supra, págs. 728-729; Assoc. Ins. Agencies, Inc. v. Com. 

Seg. P.R., 144 DPR 425, 437 (1997). 

La parte que alegue que la determinación de una agencia 

administrativa no está fundamentada en evidencia sustancial, 

debe demostrar que en el récord administrativo existe otra prueba 

que razonablemente reduce o menoscaba el peso de la evidencia 

que sostiene la decisión recurrida. La prueba a la que se refiere 

quien se opone a la decisión de la agencia, debe de ser de tal 

naturaleza que un tribunal no pueda concluir concienzudamente 

de la totalidad de la prueba que obra en el expediente 

administrativo que el dictamen está fundamentado en evidencia 

sustancial. Misión Ind. P.R. v. Junta de Planificación, 146 DPR 64, 

131-132 (1998). 

Incluso en los casos marginales o dudosos, la aplicación e 

interpretación que hacen los organismos administrativos de las 

leyes que les corresponde poner en vigor y velar por su 

cumplimiento, merece deferencia independientemente de que 

pueda existir otra interpretación razonable. Por lo tanto, los 

tribunales no deben descartar livianamente las conclusiones e 

interpretaciones de las agencias administrativas para sustituirlas 

por las propias. Así, la presunción de corrección de la decisión 

administrativa debe ser respetada mientras que la parte que la 

impugna no produzca suficiente evidencia para derrotarla. 

Hernández Álvarez v. Centro Unido, 168 DPR 592, 615-617 (2006). 

La deferencia judicial, basada en la pericia de una agencia 

sobre un asunto, cede ante una actuación arbitraria, ilegal, 

irrazonable, fuera de contexto y huérfana de prueba sustancial que 

obre en el expediente. Los tribunales tampoco estamos obligados a 

conferir deferencia en los casos en que la interpretación estatutaria 

dada por el organismo administrativo afecta derechos 
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fundamentales, o resulta en una injusticia. De igual forma se 

rechaza cualquier interpretación que contravenga los propósitos de 

la ley. Asoc. Tulip/Monteverde v. Junta de Planificación, 171 DPR 

863 (2007); Maldonado v. Junta de Planificación, 171 DPR 46 

(2007); Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69 (2004). 

El dictamen del foro administrativo constituye un abuso de 

discreción cuando: 1) la agencia descansó en factores que la Rama 

Legislativa no intentó considerar; 2) no atendió un aspecto 

importante de la controversia u ofreció una explicación para su 

decisión que contradice la evidencia presentada ante la agencia; o 

3) si formuló una conclusión de derecho que es tan poco plausible 

que no pueda interpretarse como producto de la especialización de 

la agencia. Padín v. Retiro, 171 DPR 950, 962-963 (2007). 

Al atender una petición para revisar judicialmente una 

determinación administrativa nuestro análisis se ciñe a determinar 

si, conforme al expediente administrativo, el remedio concedido fue 

razonable, las determinaciones de hechos están razonablemente 

sostenidas por la prueba, y las conclusiones de derecho del 

organismo son correctas.  3 LPRA sec. 2175; Padín v. Retiro, supra; 

Pacheco v. Estancias, 160 DPR 409, 431 (2003). 

En lo que respecta al debido proceso de ley en el ámbito 

administrativo, recordamos que aunque este no tiene la rigidez que 

posee en la esfera penal, es una protección contra la arbitrariedad 

y por eso requiere un proceso justo y equitativo que garantice y 

respete la dignidad de las personas afectadas. Torres v. Junta de 

Ingenieros, supra, pág. 713; U. Ind. Emp. A.E.P. v. A.E.P., 146 DPR 

611 (1998); López y otros v. Asoc. de Taxis de Cayey, 142 DPR 109, 

113 (1996). A su vez, las garantías requeridas por el debido 

proceso de ley son, que la decisión administrativa esté basada en 

el expediente y sea emitida por un adjudicador imparcial, que las 

partes sean adecuada y oportunamente notificadas, se celebre una 
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vista previa en la que a las partes se les brinde oportunidad de 

participar, saber cuál es la prueba en su contra, y poder refutarla, 

contrainterrogarla y presentar su prueba.  Dávila Pollock et al v. 

R.F. Mortgage, 182 DPR 86, 94 (2011); Río Const. Corp. v. Mun. de 

Caguas, 155 DPR 394, 405-406 (2001); López y otros v. Asoc. de 

Taxis de Cayey, supra, págs. 113-114. 

- B - 

El Reglamento de Términos y Condiciones Generales para el 

Suministro de Energía Eléctrica, Núm. 7982 de 14 de enero de 2010 

(Reglamento Núm. 7982), se aprobó en virtud de los poderes 

delegados a la agencia por la Ley Núm. 83 de 2 de mayo de 1941, 

según enmendada, mejor conocida como la Ley de la Autoridad de 

Energía Eléctrica de Puerto Rico, 22 L.P.R.A. sec. 191 y ss. Sección 

I, Artículo A del Reglamento 7982, supra. Según establece la 

Sección I, se promulgó con el propósito de pautar los términos y 

condiciones bajo los cuales la AEE suministra el servicio de 

energía eléctrica, así como los requisitos que deben cumplir los 

ciudadanos y ciudadanas que quieran beneficiarse del mismo. 

Además, establece los derechos y las obligaciones que cobijan 

tanto a la agencia como a los abonados. Sección I, Artículo B del 

Reglamento Núm. 7982, supra. 

En lo pertinente al caso de autos, el artículo A, sección XVII 

del Reglamento 7982 establece el procedimiento para solicitar la 

reconsideración de una determinación final adversa: 

La parte adversamente afectada por una determinación 

de la Autoridad basada en las disposiciones de este 
Reglamento, excepto aquellas relacionadas con la 

objeción de cargos facturados, las cuales se rigen por lo 
dispuesto en la Sección XIII de este Reglamento, puede, 
solicitar una reconsideración de la misma, en el término 

de diez (10) días, a partir de la fecha en que se le notificó. 
Dicha solicitud tiene que presentarse por escrito, ante el 
funcionario que emitió la determinación sobre la cual se 

solicita reconsideración y exponer los fundamentos en 
que se basa la misma. 

Sección XVII, Artículo A, Reglamento núm. 7982, (énfasis nuestro).  
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El artículo B, sección XVII al que alude el funcionario que 

emitió la resolución recurrida, establece los términos de 

notificación pertinentes al procedimiento de adjudicación formal 

ante la Secretaría de Procedimientos Adjudicativos: 

El funcionario ante quien se presente la solicitud 
considera la misma y notifica por escrito su 

determinación final al cliente en el término de veinte (20) 
días, a partir de la fecha de su presentación. Si el cliente 

no queda satisfecho con dicha determinación final, 
tiene diez (10) días, a partir de la fecha de su 
notificación, para radicar una solicitud o petición 

ante la Secretaría de Procedimientos Adjudicativos de 
la Autoridad de Energía Eléctrica, para que la 

controversia se dilucide en conformidad con el 
procedimiento de adjudicación formal dispuesto en el 
Reglamento para los Procedimientos de Adjudicación de 

Querellas de la Autoridad de Energía Eléctrica de Puerto 
Rico, adoptado en virtud de la Ley Núm. 170 del 12 de 
agosto de 1988, según enmendada, Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme del Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico.  (Énfasis nuestro). 

 Así expuesto el marco doctrinal aplicable a la controversia, 

nos corresponde analizar si carecía de jurisdicción la AEE para 

atender el recurso presentado por el señor Irizarry De Jesús para 

cuestionar la determinación de uso indebido de energía eléctrica. 

III 

Se desprende del expediente administrativo que el 18 de 

agosto de 2015, el señor Irizarry De Jesús presentó una solicitud 

de revisión ante la Secretaria de Procedimientos Adjudicativos en 

la cual cuestionó la determinación de uso indebido de energía 

eléctrica. Esa solicitud fue denegada mediante la resolución 

recurrida ya que la agencia concluyó que fue presentada 

tardíamente. Según alega el recurrente, cuenta con evidencia de 

que la carta o notificación fechada 1 de abril de 2015 que la 

agencia utilizó para determinar que su solicitud fue presentada 

fuera del término reglamentario, nunca llegó a su destino. Por 

ende, insiste en que la AEE erró al determinar que carecía de 

jurisdicción para atender su reclamo.  
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La AEE, por su parte, presentó el correspondiente recurso en 

oposición acompañado del expediente administrativo. Es la 

postura de esa agencia que el argumento del recurrente carece de 

méritos ya que la carta fue enviada a la dirección correcta y fue 

devuelta debido a que no fue reclamada (“unclaimed”). Partiendo 

de esa premisa, la AEE insiste en que  bajo tales circunstancias se 

presume que la carta fue recibida por su destinatario. 

Si bien es cierto que como norma general, las Reglas de 

Evidencia no aplican a los procedimientos administrativos, 

también es sabido que su uso es bien visto siempre y cuando su 

aplicación armonice con el principio de agilidad, flexibilidad y 

sencillez que revisten los procesos en el ámbito administrativo, y 

de modo que propicien una solución justa, rápida y económica.  

Otero v. Toyota, supra, págs. 735. Es por esto último que en el 

contexto del caso que nos ocupa, creemos conveniente aludir a lo 

dispuesto en las Reglas de Evidencia sobre el efecto de las 

presunciones.  

En el contexto civil, se define el término presunción como 

aquello que “impone a la parte contra la cual se establece la 

presunción el peso de la prueba para demostrar la inexistencia del 

hecho presumido.” Si la parte contra la cual se establece la 

presunción no presenta evidencia para rebatirla, deberá aceptarse 

como un hecho. 32 LPRA Ap. VI, R.302. Tal y como alega la AEE, 

entre las presunciones que establecen las Reglas de Evidencia, 

figura que “una carta dirigida y cursada por correo debidamente, 

fue recibida en su oportunidad.” 32 L.P.R.A. Ap. VI, R.304 (23).  

Relacionado a lo anterior, la AEE cita Rivera v. Jaume, 157 

DPR (2002), caso en el cual el Máximo Foro se enfrentó a una 

controversia en la que tuvo que resolver si adquirió jurisdicción 

sobre un demandado al que se le emplazó mediante edictos. En 

aquel caso, al igual que en de autos, la correspondencia en 
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cuestión fue devuelta por el servicio postal debido a que no fue 

reclamada por su destinatario (unclaimed).  Al resolver que el 

emplazamiento no fue diligenciado correctamente, el Tribunal 

Supremo enfatizó que el foro primario debió haber inquirido si la 

parte demandante “conocía y estaba segura, en su mejor 

conocimiento, de que la dirección que le proveyó al tribunal 

pertenecía o alguna vez perteneció al demandado” Rivera v. Jaume, 

supra, pág. 583. También tuvo peso que el Tribunal contaba con 

evidencia que generaba serias dudas sobre la corrección de la 

dirección a la que se enviaban las notificaciones. 

Distinto al caso de Rivera v. Jaume, supra, el expediente 

administrativo contiene evidencia que corrobora que el 

comunicado del 1 de abril de 2015 se envió a la dirección en la que 

el señor Irizarry De Jesús suele recibir su correspondencia y las 

facturas mensuales por consumo de energía eléctrica: PO Box 

1896, Carolina, Puerto Rico, 00984-1896. En efecto, la 

comunicación del 11 de marzo de 2015 cursada por la División de 

Irregularidades en el Consumo de Energía Eléctrica (ICEE), 

también relacionada a la imputación de uso indebido de energía 

eléctrica, fue enviada a esa misma dirección. El recurrente no 

cuestiona el recibo de dicha misiva. Tampoco consta evidencia en 

el expediente administrativo de que la misma haya sido devuelta. 

Igualmente, la AEE envió una factura el 21 de julio de 2015 a esa 

misma dirección. El señor Irizarry tampoco cuestiona el  recibo de 

esa factura, por lo que presumimos que la recibió.   Ante tal 

cuadro fáctico, no albergamos duda de que la AEE tenía motivos 

suficientes para creer, dentro de su mejor conocimiento, que la 

dirección PO Box 1896, Carolina, Puerto Rico, 00984-1896 

pertenece al recurrente, lo que satisface el criterio que la 

jurisprudencia ha establecido para los casos en que la 

correspondencia no es reclamada por su destinatario. Así, 
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concluimos que la AEE resolvió correctamente al concluir que 

carecía de jurisdicción debido a que el recurso del recurrente fue 

presentado tardíamente.  

IV 

Acorde con la enunciada normativa, confirmamos la 

Resolución de la AEE. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 
                                                 Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 

 


